
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
INTERDICCIÓN JUDICIAL / CERTIFICADO MÉDICO SOBRE ESTADO DEL PRESUNTO INTERDICTO / ES REQUISITOS INDISPENSABLE DE LA DEMANDA / NO PUEDE SUPLIRSE POR NINGUNA OTRA PRUEBA.
Los artículos 82 y 83 del Código General del Proceso señalan los requisitos formales que debe reunir la demanda con la que se promueva un proceso; el 84 enlista los anexos que a ella deben aportarse, entre ellos, en el numeral 5º, los demás que exija la ley; el 586, en el numeral 1º, dice que a la demanda de interdicción judicial por discapacidad mental absoluta, se acompañará “un certificado de un médico psiquiatra o neurólogo sobre el estado del presunto interdicto”.   

Tal documento no se aportó con la demanda, concretamente aquel que certifique el estado de salud del señor Álvaro de Jesús Quintero y eso tampoco se hizo dentro del término concedido al promotor de la acción para corregirla. (…)
La Corte Constitucional, en sede de tutela y en vigencia del Código de Procedimiento Civil que también exigía ese documento como anexo de la demanda, expresó:

“Ahora bien, el artículo 228 de la Carta Política establece que en las actuaciones de la administración de justicia, prevalecerá el derecho sustancial; de allí se deriva el llamado “principio de instrumentalidad de las formas”, en virtud del cual las ritualidades procesales no constituyen fines en sí mismas, sino que sirven para la materialización de determinados valores sustanciales. 

“En este orden de ideas, el acompañamiento de un certificado médico a una demanda en la que se solicita que una persona sea declarada interdicta por demencia, no constituye una mera formalidad exigida por la ley procesal para la admisión de una demanda de esta naturaleza, sino que está llamado a cumplir fines específicos… 

“Es por ello, que el certificado médico exigido por la ley, como requisito para acompañar la demanda de interdicción, no puede suplirse con otros medios probatorios, como por ejemplo los testimonios, como equivocadamente lo sostiene la accionada; ni tampoco por epicrisis o resúmenes finales de historias clínicas…”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA 

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, junio diez (10) de dos mil diecinueve (2019)
Expediente 66001-31-10-004-2019-00156-01
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el  demandante, abogado Jhon Fredy Quintero Laserna, frente al auto proferido por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 8 de mayo del presente año, en el proceso de jurisdicción voluntaria tendiente a obtener se declare la interdicción judicial por discapacidad mental de sus progenitores, los señores Álvaro de Jesús Quintero Garzón y Marina Laserna Sánchez o Sánchez de Quintero. 

ANTECEDENTES  
1. Por auto del pasado 12 de abril, el funcionario de primera instancia inadmitió la demanda para que el actor allegara el certificado de un médico psiquiatra o neurólogo sobre el estado del presunto interdicto Álvaro de Jesús Quintero Garzón, en los términos del numeral 1º del artículo 586 del Código General del Proceso. 
2. Dentro del término concedido para ese fin, el peticionario indicó que mediante derecho de petición, dirigido a la IPS Comfamiliar, solicitó la historia clínica del señor Álvaro de Jesús Quintero Garzón, con el fin de aportarla al proceso, pero se le negó porque ese es un documento privado y sometido a reserva; agregó que las historias clínicas son pruebas necesarias “… para llegar a la verdad y a la justicia material en el proceso”; en la demanda, solicitó como prueba trasladada “OFICIAR a la I.P.S., COMFAMILIAR” y que el Código General del Proceso, le impone a los jueces decretar pruebas de oficio, en cualquier momento antes de fallar, necesarias para esclarecer los hechos objeto de controversia. Pidió en ese escrito, se oficie a la citada IPS, para que entregue las historias clínicas de los presuntos enfermos, para ser valoradas “en el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses por perito NEUROLÓGICO o PSIQUIATRA…”.   

3. Mediante el auto impugnado se rechazó la demanda porque no se allegó el documento exigido. Consideró el funcionario de primera sede que no fue la ausencia de la historia clínica del señor Álvaro de Jesús Quintero Garzón la que originó la inadmisión de la demanda, sino el hecho de no haberse aportado el certificado médico expedido por psiquiatra o neurólogo sobre el estado del presunto interdicto, anexo obligatorio, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 586 del Código General del Proceso.

4. Inconforme con esa providencia, el demandante interpuso recurso de apelación. Argumentó que se encuentra amparado por pobre y que desde la presentación de la demanda le manifestó al juzgado de primera sede la imposibilidad económica de contratar un especialista en neurología o psiquiatría para que certifique sobre el estado de salud de los presuntos enfermos; además, porque sin las historias clínicas de los pacientes, ningún profesional de la medicina en esas áreas, lo certificaría. Pidió, en consecuencia, se revoque el auto impugnado, se continúe con el trámite del proceso y que el juzgado de primera sede solicite las copias de las historias clínicas de los presuntos enfermos para que con ellas, “… PERITO MÉDICO de la especialidad de Neurología o Psiquiatría del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, tenga una base sólida sobre la cual dictaminar, si aquellos son o no discapacitados mentales…” Citó una serie de disposiciones que considera, no tuvo en cuenta el funcionario de primer grado.

5. Por auto de mayo 17 último se concedió la alzada.
C O N S I D E R A C I O N E S  

1. Es del caso definir si tuvo razón el funcionario de primera instancia al inadmitir la demanda y luego rechazarla porque el demandante no la corrigió en la forma como se lo ordenó. 

2. Los artículos 82 y 83 del Código General del Proceso señalan los requisitos formales que debe reunir la demanda con la que se promueva un proceso; el 84 enlista los anexos que a ella deben aportarse, entre ellos, en el numeral 5º, los demás que exija la ley; el 586, en el numeral 1º, dice que a la demanda de interdicción judicial por discapacidad mental absoluta, se acompañará “un certificado de un médico psiquiatra o neurólogo sobre el estado del presunto interdicto”.   

3. Tal documento no se aportó con la demanda, concretamente aquel que certifique el estado de salud del señor Álvaro de Jesús Quintero y eso tampoco se hizo dentro del término concedido al promotor de la acción para corregirla. En esa oportunidad, solicitó al juzgado se pidieran a la IPS Comfamiliar las historias clínicas de los presuntos interdictos, porque a él se las negaron.

Empero, no era ese documento el que solicitaba el juzgado como anexo de la demanda, sino el certificado que exige la última norma citada y como no se aportó, procedía su rechazo.

La Corte Constitucional, en sede de tutela y en vigencia del Código de Procedimiento Civil que también exigía ese documento como anexo de la demanda, expresó
:
“Ahora bien, el artículo 228 de la Carta Política establece que en las actuaciones de la administración de justicia, prevalecerá el derecho sustancial; de allí se deriva el llamado “principio de instrumentalidad de las formas”, en virtud del cual las ritualidades procesales no constituyen fines en sí mismas, sino que sirven para la materialización de determinados valores sustanciales. 
En este orden de ideas, el acompañamiento de un certificado médico a una demanda en la que se solicita que una persona sea declarada interdicta por demencia, no constituye una mera formalidad exigida por la ley procesal para la admisión de una demanda de esta naturaleza, sino que está llamado a cumplir fines específicos como son (i) constituye un soporte probatorio insustituible para que el juez competente tenga los elementos de juicio necesarios para proveer sobre la admisión de una demanda de interdicción; y, (ii) se erige en una garantía fundamental para el demandado, dado que no todas las personas deben soportar un proceso de esta naturaleza, sino solamente aquellas sobre las cuales se acredita una condición de discapacidad que amerite, por lo menos, la apertura del proceso. 
Es por ello, que el certificado médico exigido por la ley, como requisito para acompañar la demanda de interdicción, no puede suplirse con otros medios probatorios, como por ejemplo los testimonios, como equivocadamente lo sostiene la accionada; ni tampoco por epicrisis o resúmenes finales de historias clínicas. Nótese, como según las normas que regulan la ética médica, el certificado médico es el documento que acredita el estado de salud de una persona, constituyéndose en la prueba técnica o pericial que por anticipado debe llevarse al proceso a fin de darle soporte a la solicitud de interdicción, certificado que según se exige debe ser expedido bajo la gravedad del juramento, el cual se entiende prestado con la sola firma. Lo anterior no significa, sin embargo, que en el curso del proceso, el juez no pueda valorar la prueba pericial junto con otras, tal y como lo ha considerado de vieja data la jurisprudencia civil nacional 
”. 
Es pues el certificado médico que se exige en esta clase de procesos  un anexo obligatorio que debe ser arrimado con la demanda, para su admisión.

4. Al sustentar la apelación, alega que está beneficiado con un amparo de pobreza; no tiene posibilidad económica de pagar un profesional médico especialista en neurología o psiquiatría; en este caso se desconoce el artículo 154 del CGP; le ha expresado al juzgado que carece de recursos para obtener un dictamen serio y sin la historia clínica es imposible obtener el certificado.
Ninguna de las circunstancias alegadas por el impugnante justifica admitir la demanda, pues el hecho de que se le haya beneficiado con un amparo de pobreza, a pesar de ser abogado titulado, no lo libera de aportar con aquel escrito los anexos que para el caso exige el legislador; además, dentro del término concedido para subsanar el vicio, ni siquiera pidió que el juzgado, en ejercicio de sus facultades oficiosas en materia de pruebas, obtuviera tal certificación, sino que  solicitara copia de una historia clínica.

Tampoco, como lo alega en el escrito por medio del cual interpuso el recurso que ahora se decide, demostró que la falta de esa historia clínica le impida obtener la certificación que como anexo exige la ley. Y dejó de explicar en qué forma se desconocieron las normas que en extenso cita en ese mismo documento, que permitan a la Sala analizar circunstancia como esa.
Siendo entonces una carga de la parte actora acompañar con el escrito con el que pretende iniciar el  proceso, el certificado que exige el numeral 1º del artículo 586 del CGP, su omisión, pese a habérsele requerido para que lo hiciera, justificaba el rechazo de la demanda porque el juez no puede desconocer los preceptos legales que regulan lo relacionado con los requisitos que ella debe tener y admitirla sin que los satisfaga, o decretar pruebas de manera previa para obtener las que deben aportarse, de manera obligatoria . 
Al respecto dijo la Corte Constitucional, en sentencia C-833 de 2002, al analizar una demanda de inexequibilidad contra el artículo 85 del Código de Procedimiento Civil que regulaba los requisitos formales de la demanda:

“… Por otra parte, el artículo 229 de la Constitución garantiza el derecho que tiene toda persona de acceder a la administración de justicia, con el fin de solicitar la protección, reconocimiento o el restablecimiento de los derechos que consagran la Constitución y la ley.
En efecto, se está consagrando la posibilidad de todas las persona de acudir libremente a la jurisdicción siendo parte de un proceso, promoviendo la actividad jurisdiccional con el fin de obtener una decisión final, y ello implica obviamente la existencia de pretensiones legítimas en cabeza de quienes accionan el aparato de la justicia.
Dentro de este contexto, corresponde también a la noción del debido proceso el que las decisiones judiciales se adopten con arreglo y sometimiento absoluto a los procedimientos previamente establecidos por el legislador…

De aceptarse entonces que la inclusión de ciertos requisitos de forma, desconocen la garantía del debido proceso, sería como aceptar la existencia de procesos sin ley, pues cada trámite procesal debe estar previamente definido en la ley y esto es precisamente para proteger tanto a las personas que acuden a instancias judiciales, como al Estado para que en su actividad no exista un desgaste innecesario que involucre procedimientos inocuos.
La norma demandada al establecer unos requisitos mínimos razonable para la admisión de la demanda, busca hacer más viable el derecho a la administración de justicia, garantizando los derechos de quienes intervienen en el proceso...”
Por lo expuesto, se confirmará el auto impugnado, sin que haya lugar a imponer condena en costas. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia, 

R E S U E L V E:

1º CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 8 de mayo del presente año, en el proceso de  jurisdicción voluntaria instaurado por el abogado Jhon Fredy Quintero Laserna, tendiente a obtener la interdicción judicial por discapacidad mental de sus progenitores, los señores Álvaro de Jesús Quintero Garzón y Marina Laserna Sánchez o Sánchez de Quintero. 

2º Sin costas.

Notifíquese
La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sentencia T-1103 del 4 de noviembre de 2004. M.P. Clara Inés Vargas Hernández


� CSJ, sentencia del 10 de octubre de 1923, reiterada en sentencia del 25 de mayo de 1976.
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